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‘Tá empezando a llover
Otra ve’ va a pasar

Por ahí viene tormenta
Quizás huracán

‘Tá empezando a llover
Otra ve’ va a pasar

Por ahí viene tormenta
¿Quién nos va a salvar?

Benito Martínez Ocasio (2024), “Una Velita”.

Resumen
Por medio de una revisión de las Contribucio-
nes Nacionalmente Determinadas (ndcs) de 
cuatro países insulares (Antigua y Barbuda, Ba-
hamas, San Cristóbal y Nieves y Santa Lucía), 
este artículo analiza la relación entre justicia 
climática y migración en el Caribe. Se encon-
tró que, aunque estos países aportan menos del 
0.1% de las emisiones globales, presentan gra-
ves vulnerabilidades climáticas estrechamente 
relacionadas con la migración y el desplaza-

miento de personas. Esta injusticia se ve agra-
vada porque dicho conjunto de países depende 
del financiamiento externo para adoptar las 
medidas de mitigación y adaptación necesarias. 
Los resultados ilustran la forma en que las des-
igualdades estructurales limitan la capacidad de 
respuesta de los países del Sur Global ante el 
cambio climático.

Palabras clave: Caribe, cambio climático, justicia 
climática, migración climática, Sur Global.

Introducción
En pleno contexto de crisis climática, resulta 
difícil pensar al Caribe sin relacionarlo con una 
serie de fenómenos meteorológicos que trasto-
can la cotidianidad de sus habitantes año tras 
año. Sólo en la temporada de huracanes del año 
2024 se formaron 18 sistemas tropicales, de los 
cuales 11 evolucionaron a grado de huracán. 
Como da cuenta la Oficina de Naciones Unidas 
para la Coordinación de Asuntos Humanitarios 
(Reliefweb, 2024), tras su paso, huracanes y tor-
mentas tropicales dejan atrás no sólo pérdidas 
económicas (por daños a viviendas, negocios e 
infraestructura), sino también un gran número 
de pérdidas humanas. Por ejemplo, el huracán 
Jeanne en 2004 dejó más de 3,000 personas fa-
llecidas (la mayor parte en Haití), mientras que 
el huracán Stan de 2005 registró una cifra de 
2,000 fallecidos (afectando principalmente a 
Centroamérica) (Muñoz, 2020). Por grave que 
parezca el panorama, sin embargo, esta no es 
más que una de las múltiples aristas de la expo-
sición del Caribe ante el cambio climático. 
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La región del Caribe está compuesta por más 
de 700 islas, islotes, arrecifes y cayos, y se ex-
tiende a través de 2.744.000 kilómetros cuadra-
dos. Si las características geográficas del Cari-
be han definido históricamente su relevancia 
estratégica, también han marcado 
su vulnerabilidad económica –son 
economías poco diversificadas y 
dependientes de la importación de 
recursos. Son países insulares que 
cuentan con mercados internos 
restringidos y dependientes del 
turismo, mientras que la agricul-
tura constituye menos del 6% de 
su pib, importando la mayor parte 
de los alimentos que consumen 
(Pichs y Hernández, 2023). Como 
resultado, en el Caribe, como en 
muchas otras regiones del llamado 
Sur Global, la interrelación entre 
cambio climático y desigualdades 
estructurales ha devenido en una crisis multi-
dimensional expresada en fenómenos como 
migración, pobreza y hambruna. 

El Caribe es un caso paradigmático de la in-
justicia climática que enfrentan las regiones del 
Sur Global: su contribución a las emisiones his-
tóricas de gases de efecto invernadero (gei) es 
mínima, pero su exposición a los efectos del 
cambio climático es máxima. Por si esto fuera 
poco, los países insulares del Caribe dependen 
de la ayuda financiera del exterior para llevar a 
cabo medidas de mitigación y adaptación. Esto 
no sólo limita su desarrollo, sino que también 
perpetúa desigualdades sistémicas. Utilizando 
los lentes analíticos de la injusticia climática, 
este artículo estudia la manera en que la migra-
ción y el desplazamiento de personas capturan 
la injusticia climática que padece la región. Para 
ello, se centra en el estudio de caso de cuatro 
países insulares: Antigua y Barbuda, Bahamas, 
San Cristóbal y Nieves y Santa Lucía, explo-
rando las barreras financieras que enfrentan 
para aplicar medidas efectivas ante el cambio 
climático. 

En el siguiente apartado se presenta de manera 
sucinta el método y la selección de estudios de 
caso. Posteriormente se presenta el apartado 

analítico, donde se hace dialogar la literatura 
sobre justicia y migración climática. Tras un 
apartado contextual se da cuenta del panora-
ma actual del Caribe, la parte empírica ilustra 
la forma en que los fenómenos climáticos se 

vinculan con la migración y el 
desplazamiento forzado, así como 
las dificultades financieras que los 
países del Caribe encuentran al 
momento de adoptar las medidas 
necesarias para hacerles frente. El 
artículo cierra con unas reflexio-
nes finales sobre la forma en que 
esta región experimenta la injusti-
cia climática.

Método y estudios de caso
Es común encontrar en la litera-
tura científica la consideración de 

que América Latina es una de las regiones más 
vulnerables ante el cambio climático (Conde y 
Saldaña, 2007). También es frecuente la idea de 
que esta región es un monolito en lo referente 
al cambio climático, que enfrenta retos y opor-
tunidades similares, sin tomar en cuenta dife-
rencias socioeconómicas al interior de América 
Latina (Solorio, 2024). Con este telón de fondo, 
la presente investigación apuesta por centrar su 
atención en el Caribe, tomando en cuenta su 
grado de vulnerabilidad específica ante el cam-
bio climático (Cárdenas y Orozco, 2023). 

Cabe aclarar que las más de 50 sociedades in-
sulares que componen la región son territorios 
profundamente diversos, tanto en lo que se re-
fiere a las lenguas como a la oceanografía, la 
economía, la historia y las estructuras políticas 
(Cruse y Rhiney, 2013). Lo cierto, sin embargo, 
es que existe un cierto grado de homogenei-
dad que permite observar de forma compara-
tiva los retos climáticos que enfrentan. Es por 
tal razón que esta investigación se inclina por 
no considerar visiones más amplias sobre la 
región, como la del Gran Caribe, que también 
incluye México, Centroamérica, Venezuela y 
Colombia (López Castellanos, 2019).

La selección de los estudios de caso no sólo 
responde a que son países insulares del Cari-
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be, sino también a que pertenecen a la Alianza 
de Pequeños Estados Insulares (aosis, por sus 
siglas en inglés). Esta es una organización in-
ternacional proactiva en las negociaciones in-
ternacionales sobre el clima, que agrupa a 39 
pequeños países insulares que se 
encuentran a baja altitud y que 
están en vías de desarrollo (Ashe 
et al., 1999). Sus miembros pro-
vienen de regiones tan diversas 
como África, el Océano Índico, el 
Mar de China, el Océano Pacífi-
co y el Caribe (aosis, s/f). Todos 
comparten, sin embargo, la vul-
nerabilidad ante el cambio climá-
tico –pese a ser responsables de 
menos del .06% de las emisiones 
globales de gei (Betzold, 2010). 
Aunque los países miembros re-
presentan un quinto del total de los miembros 
de la Organización de las Naciones Unidas, 
su territorio en conjunto no alcanza el 1% de 
la superficie terrestre, mientras que su pobla-
ción es menor al 5% de la población mundial 
y juntos representan menos del .01% del pib 
mundial. De aquí viene la dificultad para que 
su voz sea escuchada en las negociaciones in-
ternacionales. En años recientes, sin embargo, 
la aosis ha obtenido algunos éxitos en las nego-
ciaciones internacionales, entre ellos, una ma-
yor ambición en los objetivos de reducción de 
gei (Bolon, 2018). 

Los estudios de caso seleccionados comparten 
características, tanto físicas como económicas, 
que los vuelven vulnerables a los impactos del 
cambio climático. Ilustran el amplio contraste 
entre su profunda vulnerabilidad ante el cam-
bio climático y su reducida contribución a las 
emisiones de gei globales. Los impactos de hu-
racanes en la región resultan devastadores, pro-
vocan daños a la infraestructura y a las zonas 
costeras de las cuales depende el turismo. 

Para adentrarse a los estudios de caso, esta in-
vestigación toma como principal punto de refe-
rencia las contribuciones determinadas a nivel 
nacional (ndcs, por sus siglas en inglés). Estos 
son comunicados oficiales presentados por los 
países firmantes del Acuerdo de París, donde 

exponen sus metas de mitigación y adapta-
ción al cambio climático. En este sentido, cabe 
mencionar que los cuatro países seleccionados 
incorporan explícitamente en sus ndcs la rela-
ción entre cambio climático y desplazamiento 

forzado. Esta información se re-
fuerza con otros documentos ofi-
ciales generados por instituciones 
gubernamentales.

Injusticia y migración 
climática: un marco de 
análisis
En años recientes, se ha converti-
do en un lugar común reconocer 
que existen profundas asimetrías 
en la política climática interna-

cional, siendo referidas en la literatura como la 
brecha entre el Norte y el Sur Global. Mientras 
que el primer grupo está integrado por eco-
nomías desarrolladas como Estados Unidos, 
Canadá, Europa, Nueva Zelanda y Australia, el 
segundo está compuesto por países de América 
Latina y el Caribe, África, y los países en desa-
rrollo de Asia y Medio Oriente. Esta división 
no sólo considera factores económicos, sino 
también elementos como desarrollo tecnológi-
co, estabilidad política, investigación científica, 
entre otros. En términos de política climática, 
esta división se relaciona con las diferentes 
prioridades y objetivos (Held y Roger, 2018). 
Por ejemplo, mientras que para el Norte los ob-
jetivos de política climática se centran en la mi-
tigación, para el Sur las necesidades apremian-
tes están en la adaptación. En efecto, es fácil 
observar la forma en que son principalmente 
las prioridades del Norte las que han sido in-
tegradas en los acuerdos y políticas climáticas 
a nivel internacional (Parks y Roberts, 2009).

La justicia climática ha emergido como un 
marco de análisis útil para explorar la forma 
en que el cambio climático se entrelaza con 
las diferentes desigualdades sociales (Porter 
et al., 2020). Si bien buena parte de esta lite-
ratura ha puesto énfasis en explorar las expe-
riencias locales de diferentes comunidades y 
sectores vulnerables –por ejemplo, la forma en 
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que mujeres, pueblos indígenas y comunidades 
racializadas experimentan la vulnerabilidad cli-
mática (Schlosberg y Collins, 2014; Solorio et 
al., 2023), en las negociaciones internacionales 
la justicia climática ha sido principalmente en-
tendida a partir de consideraciones de equidad 
(Grubb, 1992). Por ejemplo, el Panel Intergu-
bernamental de Expertos sobre el Cambio Cli-
mático (ipcc, por sus siglas en inglés) establece 
el principio de equidad en la mitigación y adapta-
ción al cambio climático, sugiriendo un reparto 
equitativo de la carga. Por su lado, el Acuerdo 
de París reconoce que existen responsabilidades 
comunes pero diferenciadas, aunque ciertamente 
esto no resuelva la desigualdad estructural del 
sistema político y económico a nivel interna-
cional (Solorio y Romero, 2021).

La mayor parte de las visiones institucionales 
sobre justicia climática ha adoptado un enfoque 
acotado a los efectos distributivos del cambio 
climático (Jafino et al., 2021), dejando fuera dis-
cusiones más amplias como la justicia procedi-
mental (Gupta y Bhandari, 1999), la justicia sis-
témica (Okereke, 2010) o la justicia epistémica 
(Solorio et al., 2023). Vista desde una perspec-
tiva amplia, la justicia distributiva se refiere a la 
forma en que los países del Sur Global reciben 
la carga de los impactos del cambio climático 
y las políticas para hacerles frente, recibiendo 
rara vez sus beneficios (Solorio et al., 2023). Si 
se considera que la vulnerabilidad climática se 
refiere al potencial de estar expuesto a un daño 
o a una pérdida derivados de un evento climáti-
co –donde entra en juego tanto la probabilidad 
de que ocurra el evento como la capacidad de 
enfrentarlo (Vergara, 2021)– la injusticia dis-
tributiva es resultado de una discriminación e 
injusticia sistémica. Son, por tanto, los países 
del Sur Global los que están más expuestos y 
los que tienen menor capacidad de respuesta 
ante los desastres derivados del cambio climáti-
co –por no mencionar su mínima contribución 
a este problema (Ayazi y Elsheikh, 2019). 

Pocos temas reflejan tan bien la injusticia distri-
butiva a nivel internacional como la migración 
climática, el cual ha emergido de manera apre-
miante en la agenda. En términos generales, los 
migrantes climáticos son personas que tendrán 

que dejar sus hogares en un futuro cercano o 
inmediato debido a las alteraciones de su en-
torno natural (Biermann y Boas, 2017). Así 
pues, el desplazamiento inducido por el clima 
se refiere al fenómeno en el que individuos o 
comunidades se ven obligados a reubicarse, 
ya sea dentro del territorio nacional o fuera de 
éste, por desastres naturales precipitados por 
la crisis climática (Ayazi y Elsheikh, 2019). De 
hecho, según la Agencia de la onu para Refu-
giados (acnur), tan sólo en 2022 los desastres 
relacionados con el clima causaron más de la 
mitad de los nuevos desplazamientos registra-
dos (National Geographic, 2024).

Son dos los escenarios que favorecen la migra-
ción climática: 1) los desastres sudden onset, los 
cuales se refieren a eventos climáticos extremos 
como inundaciones, tornados, tormentas con 
vientos y deslaves que, por su carácter extremo, 
provocan migraciones forzadas en gran magni-
tud; 2) los desastres slow-onset, que tienen que 
ver con aquellos fenómenos de menor impacto 
pero prolongado y acumulativo, entre los que 
se considera el aumento de la salinización de 
las aguas subterráneas y del suelo, las inunda-
ciones recurrentes, el deshielo, sequías, deser-
tificación, olas de calor, entre otros (Gouritin, 
2021). Dada su capacidad de afectar los medios 
de subsistencia de una población, como la agri-
cultura o la pesca, estos fenómenos también 
generan migración climática. 

El Caribe: un panorama actual
Los Estados insulares del Caribe son territorios 
pequeños, con poblaciones reducidas y merca-
dos internos restringidos. Como resultado del 
legado colonial, la agricultura representa uno 
de los sectores económicos más importantes. 
Sin embargo, es importante recalcar que su 
importancia ha disminuido progresivamente. 
Mientras que en la década de 1990 ésta re-
presentó el 12% del Producto Interno Bruto 
(pib), para finales de la década de los 2000 su 
contribución disminuyó al 5%. De hecho, los 
países de la región importan más del 60% de 
los alimentos que consumen, por lo que en la 
actualidad el valor principal del sector agrícola 
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reside en procurar la seguridad alimentaria y re-
ducir los costos de la importación de alimentos 
(Banco Mundial, 2008).

Resultado de la combinación de diversos fac-
tores como desastres naturales, sobreexplota-
ción de recursos naturales, vola-
tilidad en la producción y en los 
precios de los productos, barreras 
al comercio, incidencia de plagas, 
entre otros, hoy en día la región 
del Caribe está sumergida en una 
crisis alimentaria y nutricional. 
Además, su dependencia de los 
alimentos importados se refuerza 
con la vulnerabilidad energética 
del Caribe (Pichs y Hernández, 
2023). El sector agrícola, uno de 
los más impactados por el cambio 
climático, se convierte así en clave 
para el futuro de la región. Pese 
a todas las dificultades que enfrenta, en años 
recientes el sector agrícola ha sido impulsa-
do por la demanda del sector turístico (Banco 
Mundial, 2008). 

Hoy en día, el turismo es el motor económi-
co de la región. En 2019, dicho sector repre-
sentó el 42% del total de las exportaciones de 
bienes y servicios en el Caribe, siendo incluso 
para algunos países de más del 50% (Econo-
mic Commission for Latin America and the 
Caribbean, 2020). Como no podía ser de otra 
manera, el sector turístico en el Caribe depende 
casi por completo de visitantes extranjeros. Al-
rededor del 60% de los ingresos de divisas en 
estas islas proviene de los más de 2,6 millones 
de turistas que las visitan anualmente, lo que 
a su vez impacta sectores clave como la agri-
cultura, los servicios y la manufactura, eviden-
ciando la interconexión económica del turismo 
con otras industrias (Banco Mundial, 2008). En 
conjunto, todos los factores arriba menciona-
dos hacen que las economías regionales sean 
excesivamente dependientes del comercio y las 
finanzas internacionales. 

Resulta innegable, pues, que la crisis climá-
tica que enfrenta el Caribe se conecta con 
problemas estructurales como la desigualdad 
social (Cano, 2017). Estos países insulares se 

enfrentan a un alto grado de vulnerabilidad al 
ser altamente dependientes de los ecosistemas 
costeros afectados por la acidificación de los 
océanos, el calentamiento de las aguas y el au-
mento del nivel del mar (Pichs y Hernández, 

2023). Turismo y agricultura, 
principales sectores económicos 
de la región, son de los sectores 
más afectados por los impactos 
del cambio climático.

El Caribe es sumamente vulne-
rable ante los ciclones tropica-
les. Esta exposición contrasta 
con la contribución marginal 
del Caribe a este problema. 
Según algunas estimaciones, 9 
de los 10 países más afectados 
económicamente por pérdidas 
materiales relacionadas con el 

cambio climático son parte de esta región: 
Dominica, Islas Caimán, Haití, Granada, 
Islas Turcas y Caicos, Bahamas, Guyana, 
Puerto Rico y Belice (Pichs y Hernández, 
2023:125). Con este telón de fondo, en lo 
subsecuente este artículo se centrará en ex-
plorar la forma en que, dentro de los ca-
sos de estudio seleccionados, la injusticia 
climática se entremezcla con la migración 
climática en el Caribe.

Injusticia distributiva en el Caribe
Esta sección presenta los hallazgos empíricos 
de los diferentes estudios de caso. La informa-
ción aquí presentada fue obtenida de los dife-
rentes ndcs publicados por cada uno de estos 
países en el marco del Acuerdo de París (Go-
vernment of  Antigua and Barbuda et al., 2021; 
Government of  the Commonwealth of  The 
Bahamas, 2022; Saint Lucia, 2021; St. Kitts and 
Nevis, 2021).

Antigua y Barbuda 

Este es un pequeño país insular conformado 
por dos islas principales y otras cuantas islas 
más pequeñas. Su población total es de poco 
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más de 100 mil habitantes. De hecho, el 70% 
del total de su superficie está a menos de 30 
metros sobre el nivel del mar. Sus caracterís-
ticas físicas se relacionan también con la natu-
raleza de su economía, altamente dependiente 
de sus recursos naturales, las zonas costeras, y 
las condiciones climáticas favorables para el tu-
rismo. De hecho, este sector económico repre-
senta alrededor del 80% del pib, 70% del em-
pleo directo e indirecto, y el 85% del ingreso 
de divisas externas. Pese a no contar con una 
economía diversificada, únicamente el 18% de 
la población se encuentra bajo el umbral de la 
pobreza y sólo el 3.7% no cuenta con seguri-
dad alimentaria. Sin embargo, en la eventuali-
dad de una crisis socioeconómica o un desastre 
natural, el 10% de la población se volvería vul-
nerable a la pobreza. 

Injusticia climática y vulnerabilidad 

Además de tener una economía poco diversa 
y depender de la importación de combustibles 
fósiles para la seguridad energética, Antigua y 
Barbuda es ampliamente vulnerable a los im-
pactos del cambio climático. Este país insular 
se enfrenta a tormentas tropicales y huracanes 
cada vez más frecuentes e intensos. Por ejem-
plo, la frecuencia de huracanes categoría 4 ha 
aumentado de 1 cada 50 años en la primera mi-
tad del siglo xx a 1 cada 10 años. En 2017, este 
país se enfrentó por primera vez a un huracán 
categoría 5, el huracán Irma. También es pro-
penso a sequías, severas inundaciones, decreci-
miento de la cantidad de lluvia anual y aumento 
del nivel del mar. Otras afectaciones que se es-
timan para Antigua y Barbuda es la erosión de 
zonas costeras, menor cantidad anual en pro-
medio de lluvia, periodos prolongados de se-
quía e incremento en incidencia e intensidad de 
ciclones tropicales. Aun con proyecciones mo-
deradas, para 2080 Antigua y Barbuda podría 
perder entre 26.6 y 35.3 km2 de zonas costeras 
por el aumento del nivel del mar. Esto equivale 
a una pérdida de entre 24.2 y 29.6 km2 de tierra.

Tras cada evento climático extremo se vul-
nera considerablemente la economía de estas 
pequeñas naciones. Por ejemplo, el huracán 
Irma (2017) puso en riesgo aproximadamente 
al 80.4% del pib. La catástrofe provocada por 

Irma representó un foco de alerta para el go-
bierno y la población de Antigua. En lo que se 
refiere a Barbuda, donde el 95% de la infraes-
tructura de la isla fue destruida o severamente 
dañada, la población entera tuvo que ser eva-
cuada a islas aledañas. Como puede apreciar-
se, el cambio climático (tanto escenarios sudden 
onset como slow onset) tiene impactos directos en 
los medios de vida que contribuyen a la econo-
mía nacional y, por ende, tiene el potencial de 
favorecer la migración climática.

Los altos costos que paga Antigua y Barbuda 
por los impactos del cambio climático contras-
tan con su mínima contribución a la emisión de 
gei (0.002%). Entre 2015 y 2020, las pérdidas 
totales por las tormentas tropicales y huracanes 
ascendieron a 232 millones de dólares. De he-
cho, los huracanes representan el 8.4% de las 
pérdidas anuales del pib del país. Por ejemplo, 
tras los huracanes Irma y María en 2017, el pib 
total de Antigua y Barbuda se redujo a 1.1%, 
por la destrucción de la infraestructura del tu-
rismo y el incremento de gastos para solventar 
los esfuerzos de las reparaciones. De igual for-
ma, como ya señalamos, los eventos slow-onset 
también afectan a la población y a la economía 
en general, aunque a un ritmo más lento.

Brecha Norte-Sur y dependencia de la 
ayuda internacional

La economía de Antigua y Barbuda es demasia-
do pequeña como para pagar el creciente costo 
de la adaptación al cambio climático y su miti-
gación. Por si esto fuera poco, los gastos para 
hacer frente a los efectos del cambio climático 
frecuentemente desvían la inversión provenien-
te de sectores indispensables para el desarrollo 
nacional, lo que presiona sobre la economía del 
país. El costo total de las medidas de mitigación 
y adaptación para 2030 se calcula entre 1 y 1.7 
miles de millones de dólares. Recientemente, 
Antigua y Barbuda presentó en su ndc objeti-
vos ambiciosos de mitigación y adaptación. No 
obstante, tales objetivos están condicionados a 
la recepción de apoyo internacional, la transfe-
rencia de tecnología, la creación de capacidad y 
recursos financieros (incluido el Fondo Verde y 
el Fondo para la Adaptación) y acuerdos multi-
laterales y bilaterales del sector privado. 
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El problema reside en que Antigua y Barbuda 
es considerado un país de altos ingresos, por lo 
que no es elegible para recibir ayuda internacio-
nal para el desarrollo. Este apoyo internacional 
es indispensable debido a que la frecuencia e 
intensidad de los impactos climáticos sobrepa-
sa la capacidad de adaptación del gobierno, las 
ongs del país y el sector privado. Al tener una 
economía dependiente del turismo, la protec-
ción de los recursos naturales de la isla es de 
alta prioridad. Es por ello que la estrategia cen-
tral de este país se enfoca en el manejo eficien-
te y efectivo del flujo de los fondos climáticos 
para optimizar los recursos locales. 

Mancomunidad de las Bahamas

La Mancomunidad de las Bahamas es un archi-
piélago compuesto por más de 700 islas y 2000 
cayos, islotes y rocas. Las islas de Bahamas son 
bajas y planas, con un promedio de altitud de 
tan sólo 1 metro sobre el nivel del mar. Esto 
adquiere relevancia porque la totalidad de su 
población vive en zonas costeras. En 2022 su 
población total era de más de 400 mil personas, 
teniendo una tasa de desempleo de 13.24%. El 
turismo es el sector económico más importan-
te y la mayor fuente de ingresos del país, cons-
tituyendo entre el 50 y 70% del pib. De hecho, 
este sector emplea, directa o indirectamente, 
alrededor del 50% de la población. El turismo 
está ligado, en gran medida, a los arrecifes de 
coral como una atracción turística para el bu-
ceo y el snorkel. 

Injusticia climática y vulnerabilidad 

Bahamas se localiza en el cinturón de huraca-
nes del Atlántico, lo que expone a su población 
a eventos climáticos extremos. Desde 1990 el 
país ha registrado un incremento en la frecuen-
cia e intensidad de tormentas tropicales. A ma-
nera de ejemplo, en el 2016 el huracán Matthew 
alcanzó la categoría 3, mientras que en el 2017 
el huracán María, de categoría 4, dejó inhabita-
bles por un corto plazo algunas de las pequeñas 
islas del país. En 2019, el huracán Dorian, de 
categoría 5, impactó directamente en Bahamas, 
dejando grandes daños a los medios de vida 
(introdujo agua salada en los mantos acuíferos, 
vulnerando el acceso al agua potable) y miles 

de millones de dólares en daños a la infraes-
tructura. Los daños provocados a sus recursos 
naturales afectan a sectores como el turismo, la 
pesca y la agricultura. 

En Bahamas, el aumento del nivel del mar po-
dría alcanzar entre los 0.4 metros y 0.7 metros 
para finales de siglo. Esta variación en la estima-
ción corresponde a escenarios donde la coope-
ración internacional contribuya al incremento 
en el uso de energías renovables para reducir 
las emisiones de gei. El problema, empero, es 
que este es un gran reto para una economía 
nacional cuyo sector energético depende de la 
importación de combustibles fósiles. 

En cuanto a la exposición de Bahamas a los fe-
nómenos slow onset, habría que mencionar que 
el oleaje de los ciclones extra tropicales suele 
causar inundaciones en las zonas costeras y ero-
sión de las playas. Por si esto fuera poco, como 
gran parte de la infraestructura y asentamientos 
del país están ubicados cerca de la costa, estos 
fenómenos afectan tanto a los residentes como 
a la infraestructura del sector turístico. Baha-
mas estaría enfrentando así la inmersión de los 
arrecifes de coral y el hundimiento de zonas 
costeras bajas. Se espera, además, que las olas 
de calor sean cada vez más frecuentes, gene-
rando mayor incidencia en incendios forestales 
y periodos de sequía. Todos estos factores inci-
den potencialmente en la migración climática.

El aumento de temperatura tendrá severos 
efectos en diversos sectores como el de la sa-
lud, la seguridad alimentaria (ya que afecta a la 
agricultura y a la pesca) y el turismo (pues gene-
ra el blanqueamiento de corales en los arrecifes, 
que son uno de los principales atractivos turís-
ticos). Respecto al sector salud, cabe resaltar 
que muchas comunidades de Bahamas viven 
en condiciones precarias, con infraestructura 
deficiente que pone en riesgo su salud y bien-
estar y amplifican su vulnerabilidad climática. 
En cuanto al sector turismo, aun cuando hay 
esfuerzos de adaptación que incluyen planes 
para proteger las zonas costeras, lo cierto es 
que todavía existen vacíos en los datos necesa-
rios para actualizar las políticas y enfrentar los 
desafíos derivados del cambio climático. 
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Brecha Norte-Sur y dependencia de la 
ayuda internacional 

Bahamas contribuye tan sólo con el 0.1% de las 
emisiones globales de gei, pero recientemente 
se comprometió a reducir un 30% sus emisio-
nes para el 2030 –aunque reconociendo que es 
necesario evaluar las restricciones financieras, 
técnicas y sociales para conocer el potencial 
real de mitigación. De hecho, este objetivo im-
plica mejorar la eficiencia energética, promover 
la generación renovable, y aumentar la electri-
ficación del transporte terrestre. En cuanto a 
sus planes de adaptación, Bahamas reconoce 
que para que las medidas presentadas en su 
ndc sean efectivas, es necesario que se atien-
da la continua demanda de recursos naturales y 
la falta de diversificación económica. También 
requiere que se actualice la legislación y las po-
líticas relacionadas con la adaptación, así como 
el vacío de información en lo que se refiere a 
la cobertura nacional de adaptación en zonas 
costeras. La actualización de su ndc refleja una 
fuerte ambición en la transición energética y 
busca expandir las medidas para reducir la vul-
nerabilidad del país. 

Los objetivos de mitigación y adaptación pre-
sentados en el ndc están sujetos a la recepción 
de ayuda internacional para la transferencia de 
tecnología, desarrollo de capacidades y recur-
sos financieros, principalmente provenientes 
del Fondo Verde, Fondo para la Adaptación, 
acuerdos bilaterales y multilaterales y el sector 
privado local. El costo estimado de las medidas 
de mitigación y adaptación para el 2030 excede 
los 4,000 millones de usd, de acuerdo con la 
actualización de su ndc en 2022. Al sobrepasar 
la capacidad del país, la principal estrategia que 
se adopta es el manejo eficiente y efectivo del 
financiamiento climático externo. 

San Cristóbal y Nieves

Las islas de San Cristóbal y Nieves se encuen-
tran al norte de las Antillas Menores, contando 
con una población total de 50 mil personas. Las 
zonas centrales de las islas son también las de 
mayor altitud, siendo zonas de selva tropical 
prácticamente inhabitadas. Por esto, la mayor 
parte de la población y las actividades econó-

micas se concentran en las zonas costeras. El 
sector turismo representa más del 50% del pib 
nacional. San Cristóbal y Nieves depende ener-
géticamente de la importación de combustibles 
fósiles. De hecho, el 95% de la energía es ge-
nerada en plantas de energía diésel, el 3% con 
energía eólica y el 2% con energía solar. 

Injusticia climática y vulnerabilidad 

Su ubicación geográfica y características físicas 
la hacen particularmente vulnerable a los efec-
tos adversos del cambio climático como son 
los ciclones tropicales, la variación de la pre-
cipitación y días secos, el aumento de la tem-
peratura y del nivel del mar. Las proyecciones 
sobre los riesgos y las amenazas de los efectos 
del cambio climático estiman que se generarán 
daños irreversibles, aun con la implementación 
de medidas de adaptación y mitigación. Se pre-
vé que el cambio climático afecte sectores crí-
ticos como la agricultura, el agua, el turismo y 
la salud, sobrepasando las capacidades adapta-
tivas y los recursos del país.

En las últimas dos décadas, 12 ciclones tropi-
cales impactaron en San Cristóbal y Nieves, 
provocando daños sustanciales –afectando 
principalmente sectores como la agricultura, la 
infraestructura, el transporte, la vivienda, el tu-
rismo, la energía y el agua. En conjunto, estos 
daños sumaron alrededor de 700 millones de 
dólares en pérdidas materiales. Encima de esto, 
este tipo de fenómenos sudden-onset provocaron 
daños a la salud de la población, intrusión de 
agua salina en depósitos de agua potable, des-
plazamiento de miles de personas, pérdidas de 
vidas y erosión de las costas. Se estima que la 
frecuencia e intensidad de los ciclones tropica-
les aumente entre un 7 y 12% para 2040 y entre 
un 8 y 33% para 2080. Hasta la fecha, el hura-
cán de mayor magnitud registrado fue Geor-
ges en 1998, que provocó pérdidas estimadas 
en 445 millones de dólares. También ocasionó 
el desplazamiento de alrededor de 3000 perso-
nas. En los últimos 25 años han impactado 7 
huracanes, sumando pérdidas por alrededor de 
107.4 millones de dólares. 

San Cristóbal y Nieves también es vulnerable a 
la irregularidad y disminución de los niveles de 
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precipitación, así como a extensos períodos de 
sequía que afectan a la agricultura y la dispo-
nibilidad de agua potable. Del mismo modo, 
el aumento de temperatura y las olas de calor 
se relacionan con la disminución de la pro-
ductividad debido al estrés por calor, además 
de incrementar la mortalidad relacionada con 
el calor para poblaciones vulnerables. Por si 
esto fuera poco, el aumento de la temperatura 
tiene afectaciones severas en los recursos de la 
zona costera y marina –esenciales para la eco-
nomía del país. Por ejemplo, el calentamiento 
y contaminación de las costas deviene en la 
acidificación del mar y la pérdida de arrecifes 
de coral. Aun en los escenarios de emisiones 
bajas, se esperan frecuentes inundaciones que 
afectarán a la vivienda e infraestructura crítica 
en zonas costeras como el turismo, la agricul-
tura y el agua. 

Se espera que el cambio climático impacte pro-
fundamente en la economía del país por los 
daños asociados a la pesca y al turismo, con 
costos que se estiman entre 1.5 y 2.1 miles de 
millones de dólares para 2050. El cambio climá-
tico también traerá la pérdida de biodiversidad 
y afectación en la infraestructura de las costas 
(transporte y vivienda). También afectará a sus 
servicios ecosistémicos, como la protección 
ante marejadas ciclónicas, estrechamente rela-
cionadas con el desplazamiento, la migración y 
reubicación de comunidades.

Brecha Norte-Sur y dependencia de la 
ayuda internacional 

De los 4 casos, San Cristóbal y Nieves es el 
país que menos ha contribuido a las emisio-
nes globales de gei. Su fuente más grande de 
emisiones es la quema de diésel para la gene-
ración de electricidad, seguida por el consumo 
de gasolina para el transporte, siendo el 60% y 
el 30% respectivamente. Aun así, San Cristóbal 
y Nieves se comprometió a reducir sus emisio-
nes para 2030 en un 61%, proponiendo transi-
tar totalmente hacia energías renovables para 
la generación de energía eléctrica. Para esto se 
requiere, sin embargo, acceso a los recursos 
necesarios como el financiamiento climático y 
el desarrollo de capacidad. Se estima un costo 

de 637 millones de dólares para las medidas de 
mitigación contempladas en el ndc para 2030. 

San Cristóbal y Nieves también pretende redu-
cir su vulnerabilidad ante el cambio climático, 
tomando medidas intersectoriales para desa-
rrollar la capacidad adaptativa y la resiliencia a 
largo plazo. Los objetivos y medidas de adapta-
ción se clasifican por sectores, siendo la agricul-
tura, las costas y ecosistemas marinos, la salud 
humana, el turismo y los recursos hídricos los 
prioritarios para el sector de adaptación. Las 
principales barreras para la implementación de 
las medidas de adaptación son que el financia-
miento es insuficiente y los recursos técnicos y 
humanos son inadecuados. Se estima un costo 
de 127 millones de dólares para las medidas de 
adaptación, siendo indispensable el apoyo in-
ternacional para implementar las medidas prio-
ritarias. Para la implementación del ndc se re-
quiere un amplio apoyo multilateral y bilateral, 
incluyendo el apoyo del Fondo Verde, agencias 
multilaterales y acuerdos bilaterales con socios 
para el desarrollo. Por ejemplo, para la redac-
ción de su ndc recibió el apoyo financiero del 
gobierno de Noruega como parte del Climate 
Change Enhancement Package. 

Santa Lucía 

Santa Lucía es un pequeño país insular ubicado 
al este del Caribe. La parte más amplia de la isla 
mide 22 km de ancho y 42 km de largo, con-
tando con aproximadamente 158 km de cos-
ta –donde reside la mayor parte de sus más de 
170 mil habitantes. Su superficie territorial es 
de aproximadamente 616 km2, de los cuales la 
mayor parte se caracteriza por un paisaje acci-
dentado conformado por una cordillera, valles 
profundos y ríos. Este es un país de ingreso 
medio alto. 

Injusticia climática y vulnerabilidad

Santa Lucía está ubicada en el cinturón de ci-
clones tropicales del Caribe, una de las zonas 
de mayor alto riesgo ante el cambio climático 
del planeta. Esto es especialmente problemá-
tico por su reducido tamaño, pues cualquier 
evento climático extremo tiene la proporción 
suficiente para devastar al país entero. Según 
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previsiones, las frecuentes inundaciones y esca-
sez de agua generadas por el cambio climático 
podrían llevar a la inseguridad alimentaria. El 
incremento de la temperatura aumentará direc-
tamente el riesgo de muerte y lesiones asocia-
das con eventos extremos e indirectamente la 
transmisión de enfermedades. 

En lo que se refiere a la actividad económica, 
el aumento de la temperatura de la superficie 
del agua del mar disminuirá las poblaciones de 
bancos de peces, que son comercialmente im-
portantes, y dañará a los arrecifes de coral que 
son esenciales para el sector turístico. Esto sin 
contar que el aumento del nivel del mar po-
tencia la pérdida permanente de territorio. En 
términos económicos, los impactos del cambio 
climático en Santa Lucía tendrán costos equi-
valentes al 12.1% de su pib para 2025, pudien-
do incrementar hasta 24.5% para 2050 y 49.1% 
para 2100. Siendo el turismo el sector más im-
portante de la isla (estando relacionado direc-
ta e indirectamente con la mayor parte de los 
medios de vida de la población), la mayor parte 
de los esfuerzos de adaptación se concentran 
en este sector. En conjunto, se prevé que todo 
esto provoque la migración y el desplazamien-
to de las comunidades costeras. 

Brecha Norte-Sur y dependencia de la 
ayuda internacional 

Las emisiones totales de gei de San Cristóbal 
y Nieves corresponden al 0.0015% de las emi-
siones globales, siendo el sector energético el 
responsable del 90% de sus emisiones. A pe-
sar de su mínima contribución, Santa Lucía se 
comprometió a reducir en un 7% sus emisiones 
para 2030. El total de los costos de inversión 
para lograr los objetivos de mitigación para el 
2030 se estima en 368 millones de dólares. 

Los objetivos presentados en su ndc se deben 
contrastar con las limitaciones económicas, fi-
nancieras, tecnológicas y de recursos humanos. 
De hecho, con el incremento de las pérdidas 
y daños por el cambio climático, los costos se 
elevarán por encima de la capacidad presupues-
tal nacional. Por tanto, sólo con acceso al apo-
yo multilateral y bilateral, incluyendo al Fondo 
Verde, agencias multilaterales, y acuerdos bi-

laterales con socios para el desarrollo, podrán 
realizarse estrategias de manejo del riesgo 
como protección a vivienda vulnerable, apoyo 
a las personas de bajos ingresos ante eventos 
meteorológicos extremos, fondos para la con-
tingencia por impactos climáticos, y protección 
y apoyo a personas desplazadas dentro y fuera 
del país. 

Reflexiones finales

Los estudios de caso presentados son un claro 
ejemplo de la injusticia climática distributiva. 
Las acciones que los diferentes países estudia-
dos intentan tomar para hacer frente a los im-
pactos del cambio climático no sólo son insufi-
cientes para abordar estas complejas realidades, 
sino que además dependen de financiamiento 
externo que, a menudo, está condicionado por 
intereses que perpetúan las desigualdades es-
tructurales. Este panorama subraya la forma 
en que las dinámicas históricas de opresión y 
explotación siguen reproduciéndose en temas 
como el cambio climático, dejando a estos paí-
ses en una posición de vulnerabilidad estructu-
ral frente a un problema global que no genera-
ron, pero que deben enfrentar.

La inequidad del sistema se vuelve particular-
mente clara en el contexto de la crisis climática, 
como ilustra la relación entre injusticia distri-
butiva y migración en el Caribe. Los países in-
sulares de esta región contribuyen con menos 
del 0.1% de las emisiones globales de gei. Sin 
embargo, son particularmente vulnerables ante 
eventos climáticos extremos (escenarios sudden 
onset), los escenarios slow onset y el aumento del 
nivel del mar. Para países como los aquí presen-
tados, cuyas economías se sostienen por el sec-
tor turístico y que dependen de la importación 
de recursos primarios como los alimentos y la 
energía, los efectos adversos del cambio climá-
tico representan una amenaza vital. 

Ante la apremiante crisis climática, es innega-
ble que los compromisos y acciones globales 
son insuficientes para garantizar la superviven-
cia de los más vulnerables. Tal es el caso de los 
países del Caribe, para quienes las desigualda-
des estructurales del sistema han creado una 
dependencia del financiamiento externo, ya 
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que estos países carecen de los recursos nece-
sarios para cubrir de manera autónoma los cos-
tos de mitigación, adaptación, y para enfrentar 
las pérdidas y daños asociados. Mientras el ac-
ceso a recursos siga estando entorpecido, las 
poblaciones vulnerables seguirán siendo pro-
fundamente afectadas por fenómenos como la 
hambruna, la pobreza y la migración climática.  
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